El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
NULIDAD / ARTÍCULO 121 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / EL TÉRMINO ALLÍ PREVISTO DEBE INTERRUMPIRSE ANTE UN CAMBIO DE JUEZ.
El contenido de ese mandato (artículo 121 del Código General del Proceso) ha sido objeto de múltiples y divergentes pronunciamientos por parte incluso de la Corte Suprema de Justicia en sus Salas de Casación Civil y Laboral. La primera de ellas por ejemplo, en sede de tutela, tiene como tesis mayoritaria, expuesta en reciente jurisprudencia , que el plazo para dictar la sentencia corre de forma objetiva, salvo interrupción o suspensión del litigio; la Sala de Casación Laboral sostiene la tesis contraria, como quiera que en sus providencias, también emitidas en sede de tutela, ha expuesto que el término a que hace referencia el artículo 121 transcrito no puede contabilizarse sin tener en cuenta las diferentes situaciones que se presentan alrededor de los procesos, por eso ha dicho que corre de manera subjetiva, tal como quedó descrito en la sentencia que sirvió de apoyo para tomar la decisión objeto de impugnación.

A pesar de lo que ha expuesto la Sala de Casación Civil, esta Sala Unitaria atendiendo el contenido de la norma que fue transcrita, especialmente en la parte resaltada, considera que efectivamente el año para dictar sentencia no puede ser ajeno y contarse conforme al calendario, sin tener en cuenta situaciones como la que se ha presentado en el caso concreto, en el que el 15 de febrero del presente año, en el juzgado que conoce del asunto en primera instancia, se presentó un cambio de funcionaria, iniciándose a partir de entonces, para ella, el término para dictar la sentencia, lo que se produjo el 13 de mayo siguiente, es decir, tres meses después.
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Se procede a resolver el recurso de reposición interpuesto por el demandante Javier Elías Arias Idárraga, contra la providencia proferida por esta Sala el pasado 13 de junio, en la acción popular que el recurrente instauró contra el Banco Davivienda, sucursal Sincelejo.

A N T E C E D E N T E S 

1. Mediante el auto impugnado, entre otras decisiones, se negó la petición hecha por el citado señor, relacionada con la aplicación del artículo 121 del Código General del Proceso, en razón a que solo el 15 de febrero de este año comenzó a correr el término que esa disposición consagra para dictar la sentencia, pues fue en esa fecha cuando empezó a fungir como jueza la funcionaria que dictó el fallo.

Esa decisión se adoptó con fundamento en la sentencia STL3703-2019, del 13 de marzo del presente año, proferida en sede de tutela por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, de la que se transcribieron varios fragmentos.

2. Frente a esa decisión, el actor popular interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación; también el de queja y pidió una nulidad. 

Alegó que la nulidad prevista en el artículo 121 del Código General del proceso  opera de pleno derecho y que a pesar de que no está de acuerdo con su aplicación, como tampoco lo están algunos magistrados de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, pide se declare, pues este Tribunal lo ha hecho. Critica la providencia recurrida porque se apoya en una postura de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, “… OLVIDANDO que este tribunal SSCF de Pereira, a consinao (sic) que la CSJ SC LABORAL NO es su superior funcional ni jerárquico de esta jurisdicción y se ha apartado de los desidido (sic)  por la CSJ SC Laboral…”. Señala que la Sala de Casación Civil de la citada Corporación, sí es el superior de este Tribunal y para ella, el artículo 121 tiene aplicación, por lo que “… no puede apartarse de lo resuelto por su superior…”. 

En relación con la otra nulidad, solicita se decrete de oficio, en razón a que el fallo apelado se profirió oralmente, a pesar de que el trámite de las acciones populares, es netamente escritural.  

3. Dentro del término otorgado a la parte contraria para que se pronunciara, guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S:

1.- El artículo 121 del Código General del Proceso, cuya aplicación pide el actor popular dispone lo siguiente:

“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo modo, el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá ser superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del expediente en la secretaría del juzgado o tribunal.

Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al juez o magistrado que le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la providencia dentro del término máximo de seis (6) meses. La remisión del expediente se hará directamente, sin necesidad de reparto ni participación de las oficinas de apoyo judicial. El juez o magistrado que recibe el proceso deberá informar a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura sobre la recepción del expediente y la emisión de la sentencia. (rayas ajenas al texto original)

2. El contenido de ese mandato ha sido objeto de múltiples y divergentes pronunciamientos por parte incluso de la Corte Suprema de Justicia en sus Salas de Casación Civil y Laboral. La primera de ellas por ejemplo, en sede de tutela, tiene como tesis mayoritaria, expuesta en reciente jurisprudencia
, que el plazo para dictar la sentencia corre de forma objetiva, salvo interrupción o suspensión del litigio; la Sala de Casación Laboral sostiene la tesis contraria, como quiera que en sus providencias, también emitidas en sede de tutela, ha expuesto que el término a que hace referencia el artículo 121 transcrito no puede contabilizarse sin tener en cuenta las diferentes situaciones que se presentan alrededor de los procesos, por eso ha dicho que corre de manera subjetiva, tal como quedó descrito en la sentencia que sirvió de apoyo para tomar la decisión objeto de impugnación.

3. A pesar de lo que ha expuesto la Sala de Casación Civil, esta Sala Unitaria atendiendo el contenido de la norma que fue transcrita, especialmente en la parte resaltada, considera que efectivamente el año para dictar sentencia no puede ser ajeno y contarse conforme al calendario, sin tener en cuenta situaciones como la que se ha presentado en el caso concreto, en el que el 15 de febrero del presente año, en el juzgado que conoce del asunto en primera instancia, se presentó un cambio de funcionaria, iniciándose a partir de entonces, para ella, el término para dictar la sentencia, lo que se produjo el 13 de mayo siguiente, es decir, tres meses después.

Debe decirse entonces, que del criterio que ha sostenido la Sala de Casación Civil por decisión mayoritaria, esta Sala Unitaria se aparta, en tanto que no es vinculante, toda vez que se ha adoptado en sede de tutela y las sentencias proferidas en esa clase de trámites solo producen efectos entre las partes y sirven meramente como criterio auxiliar de la actividad judicial, a tono con lo que dispone el artículo 230 de la Constitución Nacional,  por ende, no obliga.

Además, porque las sentencias proferidas por esa Sala Civil han sido revocadas por su homóloga Laboral, criterio que comparte esta Sala Unitaria, que no ha acogido el criterio de la primera en ninguna providencia.

4. En esas condiciones y según lo explicado, se mantendrá la Sala en su decisión inicial y no repondrá el auto impugnado.

5. Se declarará inadmisible el recurso de apelación interpuesto como subsidiario, que no procede frente a las decisiones adoptadas en el curso de la segunda instancia, sin que alguno lo sea, de acuerdo con el artículo 318 del Código General de Proceso, frente al auto que resuelve una reposición.  

6. No se dará trámite al recurso de queja porque solo procede en los términos del artículo 352 del citado código, aquí incumplidos.
7. Tampoco a la nulidad propuesta por el citado señor, porque de acuerdo con el inciso final del artículo 328 del Código General del Proceso, solicitud como esa debe hacerse en la audiencia prevista por el artículo 327 ídem. 

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   

1. No reponer el auto proferido por esta Sala el pasado 13 de junio, en la acción popular promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Davivienda, sucursal Sincelejo. 

2. Declarar inadmisible el recurso de apelación interpuesto como subsidiario e improcedente algún otro.

3. No dar trámite al recurso de queja ni a la nulidad propuesta.

Notifíquese,

La Magistrada,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� STC1553-2019, Febrero 14 de 2019. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona
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